JURISPRUDENCIA

Procedimiento tributario. Tribunal fiscal. Determinación de oficio. Presunciones legitimidad. Omisión de impuestos. Movimientos en cuenta bancaria. “Préstamo de cheque”. Solari Adolfo Eduardo s/recurso de apelación, T.F.N., Sala D, 23/11/07.

En Buenos Aires, a los 23 días del mes de noviembre del año 2007, se reúnen los miembros de la Sala D del Tribunal Fiscal de la Nación, Dres. María Isabel Sirito (vocal titular de la Vocalía de la 11a. Nominación) y Sergio Pedro Brodsky (vocal titular de la Vocalía de la 12a. Nominación) para resolver en el Expte. 24.144-I, y su acumulado 24.147-I, caratulado “Solari Adolfo Eduardo s/recurso de apelación. Impuestos al valor agregado y a las ganancias.”

El Dr. Brodsky dijo:

I. Que a fs. 28/29vta. y 79/80vta. Adolfo Eduardo Solari interpone recursos de apelación contra dos resoluciones de fecha 30 de setiembre de 2004, dictadas por el jefe interino de la División Revisión y Recursos de la Dirección Regional Paraná de la A.F.I.P. –D.G.I., por las que se determinan de oficio los impuestos a las ganancias por los ejercicios fiscales 2000, 2001 y 2002 y al valor agregado por los períodos enero de 2000 a junio de 2002. En ambos casos se liquidan los intereses resarcitorios y se aplican sendas multas equivalentes al ochenta porciento (80%) de los tributos omitidos, con sustento en lo previsto por el art. 45 de la Ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.).

Sostiene que el juez administrativo incurrió en un error de interpretación de los hechos y de la norma vigente, calificando a las resoluciones de arbitrarias y violatorias de las garantías constitucionales de defensa en juicio y propiedad y se agravia de que no se tuvo en cuenta para el dictado de las resoluciones las manifestaciones vertidas en el descargo.

Señala que a pesar de las probanzas arrimadas en sede fiscal, el Fisco determina supuestos ingresos sobre la base de los movimientos ocurridos en la cuenta bancaria que tenía en el Banco Río de la Plata y que fue cerrada el 15/7/02, entendiendo que la prueba de los débitos bancarios no era fehaciente para justificar que las personas destinatarias de los mismos fueron quienes realizaron los depósitos, pese a que tales movimientos no tienen relación alguna con el patrimonio del contribuyente ni con gastos propios. Expone que tampoco se ha merituado que frente a la crisis financiera derivada de la falta de crédito ocurrida en el período en cuestión, era una práctica habitual el llamado préstamo de cheque, que no implicaba ingreso alguno al patrimonio sino un simple movimiento financiero tendiente a paliar dicha situación.

Plantea la improcedencia de la multa aplicada y por los argumentos que desarrolla pide que oportunamente se revoquen las resoluciones apeladas y hace reserva del caso federal.

II. Que a fs. 38/49vta. y 90/101 el Fisco nacional contesta los traslados conferidos. Manifiesta que a partir de la consulta a las bases de datos fiscales se detectó que el recurrente figuraba como titular de cuentas en cuatro entidades bancarias, pero que en atención a los movimientos y montos involucrados, la inspección concentró su análisis en la cuenta del Banco Río de la Plata S.A. Relata que la prueba ofrecida por la actora en sede fiscal estaba dirigida a demostrar quienes fueron los destinatarios de los cheques propios que el Sr. Solari habría librado contra su cuenta –aportó el detalle de los cheques, individualizó quienes serían los destinatarios de la mayoría de éstos y propuso testigos–, cuestión que no ha sido negada por el ente fiscal, siendo ésta irrelevante a efectos de justificar cuál es el motivo por el cual fueron librados y el origen de las acreditaciones que además fueron hechas en efectivo. No obstante ello, el apoderado fiscal analiza las probanzas producidas y pone de resalto algunas de las inconsistencias que advierte entre los dichos brindados por los testigos y los datos aportados por el recurrente y los resúmenes bancarios respecto de fecha y monto de los cheques.

Expone que contrariamente a lo afirmado por la actora, el Fisco realizó un análisis serio y razonado de las pruebas, concluyendo que los depósitos bancarios representan un indicio del nivel de ingresos del contribuyente conforme lo prescribe el primer párrafo del art. 18 de la ley de procedimiento tributario, y que a él le incumbe demostrar los motivos que tiene para considerar erróneo el método aplicado, sin que la actora haya aportado elementos fehacientes a tal fin. Niega que las resoluciones sean arbitrarias, indicando que para su dictado se han cumplido con todos los recaudos establecidos en la normativa vigente.

Detalla que la actividad del recurrente se encuentra alcanzada por el impuesto al valor agregado puesto que si bien ante la fiscalización declaró que se encontraba “desocupado” y no desarrolla actividad alguna, lo cierto es que posee el título de Contador Público estando inscripto bajo la actividad de “Servicios N.C.P.” y por ello los depósitos cuestionados corresponderían a ingresos obtenidos como consecuencia de prestaciones de servicios, resultando de aplicación lo establecido por los arts. 1 inc. b) 3 inc. e) pto. 21 apart. f) y 29 de la ley del I.V.A.

Asimismo, señala que de acuerdo con el monto de ingresos estimado para el período 2000 no puede ser considerado pequeño contribuyente –art. 2 del Título II de la Ley 24.977- y al no haber ejercicio la opción de adherir al “monotributo” ni se encuadró como “responsable no inscripto”, corresponde liquidar el gravamen por los períodos de enero de 2000 a junio de 2002 aplicando la alícuota del (21%) sobre el importe de

los depósitos bancarios objetados.

Pone en evidencia que la actora no expresó agravios sobre la

liquidación de intereses resarcitorios y da las razones por las que considera que los mismos se ajustan a derecho. Por último respecto de las sanciones impuestas en cada uno de las resoluciones, considera que se encuentra configurado el accionar culposo por haber omitido presentar las declaraciones juradas de los impuestos a las ganancias y al valor agregado por los períodos cuestionados.

Por los argumentos que desarrolla, pide que se rechacen los recursos de apelación interpuestos en todas sus partes, con costas y deja planteado el caso federal.

III. Que a fs. 111 se encuentra agregada la resolución dictada por el Tribunal en Pleno donde se decidió acumular la causa 24.147-I a la que lleva el Nº 24.144-I.

Que a fs. 107 se elevan los autos a conocimiento de la Sala D y a fs. 112 se ponen los autos para dictar sentencia.

IV. Que corresponde en esta instancia decidir sobre si es o no ajustado a derecho, el procedimiento en virtud del cual el organismo fiscal consideró que los depósitos bancarios que el recurrente realizó en la entidad Banco Rio de la Plata S.A. correspondían en su totalidad a ingresos no declarados liquidando su obligación frente al impuesto a las ganancias de los ejercicios 2000, 2001 y 2002, y dispuso su inscripción en el I.V.A. como responsable inscripto a partir del 1/1/00 determinando el impuesto adeudado por los períodos de enero de 2000 a junio de 2002 por estimar que se trata de ingresos obtenidos como consecuencia de prestaciones de servicios.

La ley autoriza al Fisco a determinar de oficio la materia imponible y a liquidar el gravamen correspondiente en aquellos casos en que se omitiera la presentación de las declaraciones juradas o las presentadas resulten impugnables.

Que dicha determinación puede efectuarse en forma directa por conocimiento cierto de la materia imponible o mediante estimación sobre base presunta, quedando reservado esta última para los supuestos en que el Fisco nacional carece de los elementos necesarios para establecer la existencia y cuantificación de la obligación tributaria, ya sea porque la documentación aportada resulta insuficiente o errónea, o cuando se compruebe que la misma, por alguna circunstancia, carece de relevancia jurídica a dichos efectos.

La estimación es una valuación mediante índices y presunciones y como tal, se contrapone a la determinación directa que se basa sobre pruebas ciertas para medir la base imponible. La determinación presuntiva de la base imponible no consiste en un procedimiento destinado a medir esta base, sino otras magnitudes que reemplazan a aquélla y para ello se recurre a índices. Los métodos indiciarios no miden ni bien ni mal el beneficio neto efectivo que las normas hayan erigido en base imponible, lo que persiguen es, sencillamente, medir una base alternativa (cfr. Sainz de Bujanda, glosado por Dino Jarach y citado por Carlos A. Porta: Revista

impuestos, T. XXXVIII, pág. 1685).

Que las presunciones que se describen en el art. 18 de la ley de procedimiento fiscal (t.o. en 1998 y modif.), a las cuales la administración está facultada a recurrir para fundamentar sus estimaciones de oficio, son indiciarias y admiten prueba en contra y ambos métodos, el cierto y el presunto, son perfectamente legítimos para determinar la materia imponible.

Que el citado art. 18 en su primer párrafo dispone que la estimación de oficio se fundará en los hechos y circunstancias conocidos que, por su vinculación o conexión normal con los que las leyes respectivas prevén como hecho imponible, permitan inducir en el caso particular la existencia y medida del mismo, sirviendo como indicios –entre otros– el capital invertido en la explotación, las fluctuaciones patrimoniales, el volumen de las transacciones y utilidades de otros períodos fiscales, como así también otros elementos de juicio que obren en poder de la A.F.I.P. o que les proporcione los agentes de retención, cámaras de comercio o industria, bancos, asociaciones gremiales, entidades públicas o privadas, etc.; y a tales efectos podrá tomarse como presunción general, salvo prueba en contrario: “g) Los depósitos bancarios, debidamente depurados, que superen las ventas y/o ingresos declarados del período, representan: 1. En el impuesto a las ganancias: ganancias netas determinadas por un monto equivalente a las diferencias de depósitos en concepto de incremento patrimonial, más un diez por ciento (10%) en concepto de renta dispuesta o consumida en gastos no deducibles”.

A su vez en su último párrafo –en la parte pertinente– se establece que “La carencia de contabilidad o de comprobantes fehacientes de las operaciones hará nacer la presunción de que la determinación de los gravámenes efectuada por la Administración Federal en base a los índices señalados u otros que contenga esta ley o que sean técnicamente aceptables, es legal y correcta, sin perjuicio del derecho del contribuyente o responsable a probar lo contrario. Esta probanza deberá fundarse en comprobantes fehacientes y concretos, careciendo de virtualidad toda apreciación o fundamentación de carácter general o basadas en hechos generales. La probanza que aporte el contribuyente no hará decaer la determinación de la Administración Federal sino solamente en la justa medida de la prueba cuya carga corre por cuenta del mismo”.

Que ello así corresponde desestimar el agravio vertido por la actora en cuanto sostiene que el fisco pretende poner a su cargo la prueba de un hecho negativo, cuando es a ella a quien le compete demostrar que la totalidad de los depósitos en cuestión no son de su titularidad sino que tenían origen en préstamos o canje de cheques.

V. Que con el objeto de explicar el origen de los depósitos en sus cuentas bancarias, el actor declaró que éstos provienen: de la indemnización percibida con motivo del despido de su trabajo en relación de dependencia, la suma recibida por su esposa en razón de su acogimiento a un retiro voluntario, préstamos obtenido de distintas entidades financieras, la venta de su auto particular y aclara que la cuenta del Banco Río fue utilizado para pagos y depósitos por la empresa Adolfo J. Solari S.R.L. de la que es socio su padre, indicando que en algunas oportunidades cubrió una cuenta bancaria con valores de otra cuenta a fin de cancelar los saldos acreedores, lo que origina duplicación de movimientos y montos de depósitos en dichas cuentas; acompañando copia de los recibos y del libro I.V.A..Ventas de la firma Adolfo J. Solari S.R.L. (act. adm. cpo. presentación-ganancias, fs. 22). Que en lo que respecta a la cuenta del Banco Río se encarga de precisar que la misma fue utilizada para préstamos de cheques a efectos de obtener financiación para cubrir los descubiertos de las empresas dirigidas por su padre, sin que se cobrara intereses por tales préstamos y que los recuperos se depositaban nuevamente en dicha cuenta, identificando a las personas que intervinieron en esa operatoria y manifiesta que gran parte de la recaudación de la firma Adolfo Solari S.R.L., se depositaba en la citada cuenta para luego realizar los pagos totales o parciales a proveedores y algunos se realizaban en efectivo (act. adm. cuerpo 1 ganancias, fs. 136 y 157).

Que en el informe final de inspección (act. adm. cuerpo 1 ganancias, fs. 187/195) se señala que sobre la base de los saldos de las cuentas bancarias a nombre del Sr. Adolfo Eduardo Solari se inició una auditoría de los ingresos, centrando la investigación en los movimientos y montos involucrados en la cuenta única del Banco Río de la Plata S.A. de la que era también cotitular su esposa. Que allí se hace constar que el recurrente intenta justificar tales depósitos alegando que se trató de canjes de valores con motivo de las restricciones al otorgamiento de financiación bancaria durante el período cuestionado, prestando así cheques diferidos a terceros contra entrega de cheques de éstos últimos por igual monto y fecha de vencimiento sobre los que no cobraba interés alguno por no tratarse de préstamos comerciales; pero los inspectores señalan que si bien los terceros involucrados en esa operatoria ratificaron lo expresado por el contribuyente, lo cierto es que en ningún caso se aportó documentación respaldatoria ni tampoco se suministraron detalles con numeración de los cheques canjeados, importes y fechas de vencimiento (act. adm., legajo de circularizaciones bancarias 2, fs. 316/341 y detalle realizado en los considerandos de las resoluciones recurridas).

Que del examen de las pruebas colectadas los funcionarios actuantes rescatan que: a) el total anualizado de los depósitos depurados de los traspasos de cuenta a cuenta y del préstamo depositado en abril de 2001, superan en los años 2000, 2001 y hasta junio de 2002 a las ventas totales, de iguales períodos, de la sociedad de responsabilidad limitada; b) si bien la actora manifestó que dicha cuenta era utilizada por la empresa de su padre para cancelar operaciones de compras y demás erogaciones, sólo se detectaron algunas pocas facturas cuyos totales según el libro I.V.A. Compras eran coincidentes con cheques librados contra esa cuenta, c) se depuró el importe correspondiente a la venta de un automóvil particular y la indemnización cobrada por su esposa y d) respecto de los cheques canjeados a terceros se depuraron aquellas devoluciones (depósitos) que eran coincidentes con los montos y fechas de los cheques informados, pero no así respecto de aquellos que se habrían devuelto parcialmente en efectivo o que fueron depositados en otras cuentas, agregando que la sociedad no reconoció que utilizara la cuenta del verificado para depositar lo producido de sus operaciones de ventas, ni ello surge de sus registros contables o actas de reunión de socios (cfr. act. adm. informes de inspección complementarios agregados, cuerpo 2 ganancias, fs. 201/205 y 220/222).

Que como resultado de las depuraciones enumeradas, el Fisco observó depósitos no justificados, concluyendo así que los mismos provienen de ingresos obtenidos como consecuencia de prestaciones de servicios -por encontrarse inscripto ante la A.F.I.P. bajo la actividad de “Servicios N.C.P.”–, aplicando la presunción prevista en el art. 18 de la Ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.) a los fines de liquidar el impuesto a las ganancias, más un diez por ciento en concepto de renta dispuesta o consumida en gastos no deducibles y también como ingresos gravados omitidos en el impuesto al valor agregado.

Que en oportunidad de formular su descargo en sede fiscal, el recurrente acompañó la nómina de cheques librados en la cuenta corriente del Banco Río con indicación de número, fecha, importe y beneficiarios, insistiendo en que los movimientos objetados no tienen relación con su patrimonio, ni con gastos propios, pidiendo que se libre oficio a la entidad bancaria para que remita copia de los cheques informados en la planilla aportada y que se cite a las personas beneficiarias de los cheques prestados. Que dichas probanzas no fueron diligenciadas, puesto que la información que con ella se pretende recabar ya se encontraba agregada a las actuaciones y por lo tanto su producción resultaba superflua, indicando que la informativa estaba dirigida a demostrar quienes eran los beneficiarios de los cheques propios del recurrente librados contra su cuenta, hecho que la A.F.I.P. no niega ni cuestiona, sino que el tema controvertido era dilucidar acerca de las acreditaciones que se han detectado en la cuenta del Banco Río y que la mayoría fueron hechas en efectivo, indicando además que la testimonial solicitada resultaba redundante puesto que la fiscalización circularizó a los beneficiarios de los cheques y sus dichos fueron tenidos en cuenta para la determinación del impuesto (cfr. act. adm., dictamen jurídico, cuerpo 2 ganancias, fs. 260/263).

Que a pesar de lo decidido por el Fisco respecto de los medios de prueba propuestos al contestar la vista, la actora no ofrece prueba alguna adicional ante esta instancia, limitándose a repetir en su escrito de apelación los argumentos ya vertidos en el descargo aludido, pero no aporta mayores datos o elementos suplementarios que sirvan para desvirtuar la presunción fiscal.

Que en tal sentido, debe tenerse en cuenta que la liquidación impositiva apareja tanto un problema cronológico como de posibilidades de averiguación. Para contemplar este aspecto, las normas exigen que simultáneamente con su gestión, el contribuyente vaya dejando rastros ostensibles de su operatoria: que se inscriban en registros, que emita comprobantes, que incorpore datos a sus registros, etc. Son todos hechos exteriores pero de directa relevancia y su control concomitante evita que el contribuyente llegue a la fecha de presentar su declaración, con libertad para manejar a su antojo las cifras de todo el período (cfr. García Mullin, Roque: Derecho Fiscal T. XXXVIII, pág. 495).

Que el caso bajo análisis es, en definitiva, una cuestión de hecho y prueba, por lo que el recurrente debió tomar los recaudos suficientes para cumplir con determinadas formalidades propias de las relaciones económicas entre terceros.

Sobre las anomalías constatadas, resulta atinado recrear doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que expresa: “El cumplimiento de los extremos formales en materia fiscal constituye el instrumento que ha considerado el legislador para aproximarse al marco adecuado en el que deben desenvolverse las relaciones económicas y de mercado” (“Buombicci, Neli Adela”, fallo del 8/6/93, impuestos, T LI-B, pág.1495).

Que si bien el recurrente no tiene la obligación de llevar libros contables, no es menos cierto que, al manejar dinero de terceros en cuentas a nombre propio, es forzoso conservar las debidas constancias, boletas, recibos con identificación de los fondos y de sus titulares. Ello es necesario, no sólo para conservar un mínimo de orden en esas cuentas, sino también para deslindar responsabilidades propias, tanto como para posibilitar a los organismos de control la identificación de los acreedores de las operaciones de crédito con ellos celebradas, aspecto que desde una mira procesal no puede depender de simples manifestaciones, testimonios u oficios a la entidad bancaria.

Que ello hace aplicable a la cuestión planteada el temperamento reiteradamente sustentado en diversos precedentes jurisprudenciales, en los cuales no cabe presumir arbitrariedad del criterio técnico en que se fundó la determinación, puesto que si las manifestaciones de los contribuyentes o responsables no se hallan respaldadas por pruebas categóricas, las estimaciones de oficio gozan en principio de legitimidad e incumbe a quienes las impugnan la demostración intergiversable de los hechos, así como que al contribuyente que impugna las liquidaciones hechas con la intervención de un inspector de la entidad recaudadora, le corresponde probar fehacientemente los errores que les atribuye (cfr. jurisprudencia de la Cámara Federal del 23/2/71 en “General Electric Argentina S.A.”; del 16/3/71 en “Sucesores de Rosendo Soñora; del 9/8/71 en “Alonso, Alfredo D.” y del 30/5/94 en “Distribuidora Villarino s/apel.- I.V.A.”, Expte. 4.506-I, fallo de la Sala A de este Tribunal, que el suscripto integró como vocal subrogante).

Por lo expuesto y no pudiendo desvirtuar la recurrente con las probanzas arrimadas la presunción fiscal de que dichos depósitos constituyen ganancias gravadas, cabe confirmar la determinación del impuesto a las ganancias correspondiente a los ejercicios 2000, 2001 y 2002.

VI. Que también se agravia la actora de que el Fisco considera a los montos de depósitos objetados como ingresos obtenidos por prestaciones de servicios y por lo tanto alcanzados por el impuesto al valor agregado, con sustento en lo establecido por el arts. 1 inc. b) y 3 inc. e) pto. 21 apartado f) de la ley del gravamen.

Que para aplicar la normativa citada, el juez administrativo ha tenido en cuenta que: en oportunidad de inscribirse ante la A.F.I.P. el Sr. Solari consignó como actividad la de “Servicios N. C. P.”, declaró que posee el título profesional de Contador Público y que, de acuerdo con lo informado por el Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires mediante nota de fecha 23/6/04, el Dr. Adolfo Eduardo Solari se encuentra matriculado en dicho Consejo desde el 12/6/97 y que si bien posee vigente la matrícula, se encuentra inhabilitado para ejercer su profesión desde el 1 cuatrimestre del año 2002 por adeudar derechos de ejercicio profesional (act. adm., OI 9579/6, fs. 54/55).

Que frente a tales circunstancias y a efectos de liquidar el I.V.A. el Fisco categorizó al contribuyente como “responsable inscripto”, dado que el monto correspondiente a los ingresos estimados con sustento en los depósitos bancarios objetados por el período 2000 supera la suma de pesos ciento cuarenta y cuatro mil ($ 144.000) (conf. art. 2 Ley 24.977) y a que el recurrente no ejerció oportunamente la opción de adherir al régimen simplificado para pequeños contribuyentes –“monotributo”- ni se encuadró como “responsable no inscripto” (art. 29 de la ley del gravamen, vigente durante los períodos cuestionados).

Que de la lectura del escrito de apelación, como así también de las distintas presentaciones efectuadas durante el procedimiento fiscal, se advierte que la actora enfoca su defensa a tratar de demostrar que los depósitos cuestionados corresponden a operaciones de terceros, cuestión ésta que no fue fehacientemente probada como quedó expresado en los considerandos precedentes. Que ante esta instancia la actora no hace mención alguna a su profesión de Contador Público ni a que se encontraba desocupado como declaró durante la auditoría fiscal, ni a que se encontraba matriculado para ejercer su profesión. (ver act. adm. cuerpo 1 ganancias, acta de fs. 3/5 y nota de fs. 157).

Que a tenor de lo expresado y atento que ante esta instancia la actora no formula una oposición concreta respecto del encuadre efectuado por el ente fiscal para liquidar el I.V.A., ni ofrece probanza alguna que permita desvirtuar lo decidido en las resoluciones en crisis, corresponde disponer su confirmación.

VII. En cuanto a los intereses resarcitorios intimados en ambas resoluciones, debe señalarse que ellos son la consecuencia de existir una deuda impositiva impaga a su vencimiento y teniendo en cuenta que los mismos han sido liquidados de conformidad con las normas establecidas al efecto por el art. 37 de la Ley 11.683 (t.o. en 1998 y modif.), y que la actora no ha formulado agravios sobre el método empleado en su liquidación, corresponde confirmarlos.

VIII. Que por último y en relación con las sanciones impuestas, la recurrente sólo se limita a plantear su improcedencia en atención a la impugnación que formula respecto de las determinaciones de impuesto, pero en atención a lo decidido ut supra y toda vez que no se advierten circunstancias atenuantes que puedan dar lugar a modificar la decisión fiscal, corresponde disponer también su confirmación.

IX. Por todo lo expuesto, voto por confirmar las resoluciones recurridas en todas sus partes, imponiendo las costas a cargo de la vencida.

La Dra. Sirito dijo:

Que adhiere a las conclusiones del voto precedente.

Del resultado de la votación que antecede;

SE RESUELVE:

Confirmar las resoluciones recurridas en todas sus partes, con costas.

Se hace constar que este pronunciamiento se emite con el voto coincidente de dos vocales titulares de la Sala D por encontrarse vacante la Vocalía de la 10a. Nominación (conf. art. 184 de la Ley 11.683 –t.o. en 1998 y sus modificaciones–).

Regístrese, notifíquese, oportunamente devuélvanse los antecedentes administrativos y archívese.

María Isabel, vocal; Sirito Sergio, vocal; Pedro Brodsky, vocal

